
-ru^so/vy iS'm % 

INTERVENCIÓN DEL VICEMINISTRO DE JUSTICIA COMUNITARIA 
VALENTÍN TICONA EN EL SEXTO PERIODO DEL FORO PERMANENTE 

PARA LAS CUESTIONES INDÍGENAS 

TEMA ESPECIAL: TERRITORIOS, TIERRAS Y RECURSOS NATURALES 

ANTECEDENTES 

El gobierno de Bolivia, mediante Ley de la República 1257, de 11 de julio de 
1991 ratificó el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 
Sin embargo es a partir de las reformas constitucionales de 1994 que Bolivia por 
primera vez se define como multiétnica y pluricultural, reconociendo a los 33 
pueblos indígenas y originarios existentes en el territorio de la República; 
"considerados como indígenas por el hecho de descender de poblaciones que 
habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la 
época de la conquista o la colonización.... cualquiera que sea su situación 
jurídica conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas, o parte de ellas". 

Por otra parte, según lo estipulado en el Convenio 169, la conciencia de la 
identidad es un criterio fundamental para determinar la condición de indígena. 
En este contexto, y según el Censo de Población del año 2001, más del 62% de 
la población boliviana se auto identificó como parte de algún pueblo indígena u 
originario. 

RESUMEN 

La posición del Gobierno de Bolivia se enmarca en el proceso de transformación 
democrático-cultural iniciado en el mes de Enero de 2006, luego de la 
contundente victoria electoral que otorgó un respaldo del 54% del total de los 
votantes, a favor del establecimiento del primer gobierno indígena del Continente 
Americano. 

En ese marco y sobre la base de un mandato popular expresado en la decisión 
de: recuperar la soberanía y el patrimonio de la Nación sobre los recursos 
naturales, llevar adelante la realización de una Asamblea Constituyente y 
convocar un Referéndum Nacional sobre las autonomías; el Gobierno de Bolivia 
quiere transmitirles algunas de las más importantes tareas y avances 
relacionados con la protección, cumplimiento y aplicación de los derechos de los 
pueblos indígenas y originarios, cuyos alcances responden, traducen y reflejan 
los planteamientos, luchas y movilizaciones emprendidas durante muchos años 
por las organizaciones indígenas, originarias y campesinas de Bolivia, y cuyos 
procesos fueron acompañados y respaldados por las actuales autoridades 
gubernamentales. 
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Al mismo tiempo, en el marco de un proceso institucionalizado de consulta, 
participación y diálogo orientados a establecer consensos y definir políticas 
públicas conjuntas, se inserta junto a los planteamientos de las organizaciones 
indígenas y originarias de Bolivia, que también han acreditado una importante 
delegación a este Foro Permanente, y con quienes se comparte, acompaña y 
construye un nuevo Estado Plurinacional y Unitario, donde al mismo tiempo de 
resolver los históricos problemas de la discriminación, exclusión, explotación y 
colonialismo al que fueron sometidos principalmente las poblaciones indígenas y 
originarias de Bolivia, también se pueda construir un país con igualdad, equidad, 
justicia, soberanía, interculturalidad y ejercicio pleno de los derechos humanos. 

La presencia de una delegación conjunta y articulada entre el Gobierno de 
Bolivia y las 5 Organizaciones Nacionales de Pueblos Indígenas y Comunidades 
Originarias que forman parte del Pacto de Unidad, es la de aportar, proponer y 
demostrar la importancia estratégica que tiene para el avance, aplicación y 
cumplimiento de los derechos de los Pueblos Indígenas. 

El hecho de trabajar conjuntamente e institucionalizar procesos de interlocución, 
consulta y participación entre los gobiernos y las organizaciones indígenas de 
cada país, puesto que ello garantizará resultados y decisiones conjuntas y de 
consenso para el establecimiento y definición de políticas públicas y legislación 
que favorezca y atienda las históricas demandas de los Pueblos Indígenas y 
Originarios. 

Al respecto, la delegación nacional del Gobierno y las Organizaciones Indígenas 
y Originarias de Bolivia, desean expresar y dirigirse a los pueblos y Estados 
participantes del Foro Permanente para las cuestiones indígenas, con el 
propósito de alentar y urgir la más pronta aprobación de la Declaración de 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que aún no ha 
sido adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria de Bolivia. 

Luego de una década de aplicación de la Ley Agraria en Bolivia, que habiendo 
reconocido formalmente el derecho de los campesinos y los pueblos indígenas 
originarios a la tierra y el territorio, así como su derecho preferencial al acceso, 
uso y aprovechamiento de los recursos naturales, pero cuyo proceso se había 
desvirtuado por la tardanza y retraso en la aplicación de la norma, la emisión de 
disposiciones de contrarreforma, la existencia de irregularidades y anomalías en 
el cumplimiento de los procedimientos, el claro favoritismo para beneficiar a 
sectores empresariales y latifundistas que concentraban grandes extensiones de 
tierras en pocas manos, y la existencia de hechos de corrupción que 
incentivaron el tráfico de tierras y otras anomalías; el gobierno de Bolivia asume 
la responsabilidad de reconducir el proceso de reforma agraria. 



Para el efecto, se aprueba la Ley de Reconducción Comunitaria de la tierra, 
cuyos objetivos están orientados a: 

a) Establecer una política nacional de distribución y redistribución de la 
tierra, que permita resolver los graves problemas de inequidad, injusticia y 
concentración de tierras en pocas manos que se arrastra desde la 
Reforma Agraria de 1953. 

b) Distribuir las tierras con exclusividad a pueblos indígenas originarios y 
campesinos de manera colectiva, reconociendo y dotándoles de los 
derechos a la propiedad de la tierra que se les había desconocido 
históricamente. 

c) Incorporar la equidad de género en el proceso agrario. Ahora la Ley 
garantiza y prioriza la participación y titularidad de la mujer en los 
derechos agrarios. 

d) Reducir y perfeccionar los tiempos y procedimientos del saneamiento de 
tierras, para favorecer un proceso transparente, ágil y más eficiente que 
permita una redistribución equitativa de la tierra, favoreciendo a los 
sectores tradicionalmente discriminados. 

Junto a ello se han emitido siete decretos supremos en materia agraria y forestal 
y el 19 de octubre de 2006 se promulgó la Ley 3501 que amplia el plazo a 7 
años para concluir el proceso de saneamiento de tierras, con lo cual se cuenta 
con un marco legal amplio en materia agraria, que asegura mejores condiciones 
para el ejercicio de los derechos humanos (principalmente de los pueblos 
indígenas y originarios y comunidades campesinas), que durante años lucharon 
precisamente para alcanzar estos objetivos. 

Asimismo, el Gobierno boliviano está implementando un conjunto de acciones 
para desarrollar políticas públicas específicas para los pueblos indígenas 
aislados en el corto, mediano y largo plazo, poniendo especial énfasis en los 
pueblos indígenas aislados que habitan en la región amazónica y el Gran Chaco 
boliviano que han sido negados históricamente por el Estado y la sociedad 
nacional, padeciendo de un genocidio silenciado y vergonzante que el gobierno 
actual está decidido a detener ejecutando, entre otras, las siguientes acciones: 

1. El pasado año el Gobierno encabezado por el presidente Evo Morales ha 
dictado la primera resolución de protección explícita de un pueblo 
indígena aislado de la historia boliviana, creando una Zona de Reserva 
Absoluta para preservar al pueblo indígena Toromoma, que habita en las 
selvas amazónicas del Norte del Departamento de La Paz. Esta 
Resolución se inscribe en el marco del cumplimiento de las 
recomendaciones anotadas en el párrafo 83 del informe del quinto 
período de sesiones de este Foro Permanente de Cuestiones Indígenas 
que llamaba a los gobiernos a tomar medidas efectivas para la protección 
de los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario. 



2. Por otra parte actualmente se está trabajando en la elaboración de un 
Proyecto de Ley de Protección de los Pueblos Indígenas en Situación de 
Extrema Vulnerabilidad, que incluya a los Pueblos Indígenas Aislados en 
Bolivia y que deberá ser introducido en el nuevo texto constitucional que 
está siendo elaborado por la Asamblea Constituyente. 

3. También se ha planteado la realización de un diagnóstico rápido sobre la 
situación actual de los pueblos indígenas aislados y en situación de 
extrema vulnerabilidad de Bolivia, como base de un proceso de 
investigación permanente y en profundidad sobre la situación de estos 
pueblos que permita la elaboración de una política de Estado con relación 
a los mismos. 

Desarrollo económico y social. 

La visión y la estrategia nacional de desarrollo económico y social de Bolivia, 
está contenido en el Plan Nacional de Desarrollo "Suma Q'amaña" (Para vivir 
bien). 

El Plan Nacional de Desarrollo de Bolivia, no solamente se ha propuesto 
cambiar el patrón de desarrollo vigente, desmontar los dispositivos de 
dominación colonial y neoliberal imperantes, e incidir en las causas que han 
originado la grave desigualdad y exclusión social, económica y política que 
afecta especialmente a los pueblos indígenas, originarios y campesinos de 
Bolivia; sino que, el fundamento y base conceptual que orientan su visión 
estratégica y su contenido, se basan en el concepto de "suma q'amaña" (vivir 
bien), que es propio de las culturas originarias de Bolivia. 

La concepción del Vivir Bien, es propia de las culturas originarias e indígenas de 
Bolivia. A partir de los elementos comunitarios enraizados en los pueblos 
indígenas, en las comunidades agrarias, nómadas y urbanas de las tierras bajas 
y las tierras altas, postula una visión homocéntrica que supera los contenidos 
etnocéntricos tradicionales del desarrollo. 

El vivir bien expresa el encuentro entre pueblos y comunidades, respetando la 
diversidad e identidad cultural; es decir, "vivir bien entre nosotros". Es una 
convivencia comunitaria, con interculturalidad y sin asimetrías de poder, "no se 
puede vivir bien si los demás viven mal", se trata de vivir como parte de la 
comunidad, con protección de ella. Al mismo tiempo, vivir bien en armonía con la 
naturaleza significa "vivir en equilibrio con lo que nos rodea". Entonces, significa 
también "vivir bien contigo y conmigo", lo cual es diferente del "vivir mejor" 
occidental, que es individual, separado de los demás e inclusive a expensas de 
los demás y separado de la naturaleza. 
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Es decir, el Plan Nacional de Desarrollo de Bolivia no sólo prioriza y pone 
énfasis en la situación de la población indígena del país, sino que sus 
lineamientos estratégicos rescatan y hacen propios los principios de convivencia 
comunitaria con intercultural ¡dad y sin asimetrías, como la base del nuevo 
Estado Social Comunitario a construirse. 

El Plan Nacional de Desarrollo de Bolivia expresa la decisión y voluntad 
gubernamental de generar una nueva visión de la planificación desarrollo, así 
como de su seguimiento y evaluación, que al mismo tiempo de reflejar el 
carácter pluriétnico y multicultural del país, permitan establecer la situación y los 
avances que se produzcan para superar la exclusión, la desigualdad y el 
marginamiento a los que han estado sometidos principalmente los pueblos 
indígenas y originarios. 

Medio ambiente y recursos naturales. 

En el marco de un mandato nacional y la decisión gubernamental por recuperar 
la soberanía y propiedad de la nación sobre los recursos naturales, el Gobierno 
de Bolivia ha emprendido diversos tipos de iniciativas para concretar dicho 
propósito. 

En ese marco general estratégico de política nacional y en lo que corresponde 
específicamente a la atención y cumplimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas y originarios de Bolivia, se han emprendido las siguientes iniciativas 
conducentes a establecer y aplicar políticas públicas: 

> Sobre la base de lo establecido en el Convenio 169 de la OIT ratificado 
por Bolivia el año 1991, se dispone la aplicación práctica de los derechos 
indígenas y ambientales que se contemplan en un título especial de la 
Ley de Hidrocarburos vigente, se han aprobado y puesto en vigencia. 

a) Un Decreto Supremo que reglamenta el derecho de consulta y 
participación de los pueblos indígenas, originarios y campesinos en 
actividades hidrocarburíferas. Con el cual toda actividad, obra o 
proyecto hidrocarburífero que pretenda ser desarrollado en territorios 
indígenas, deberá ser consultado previamente, cumpliendo los 
principios de buena fe, que sea con las instancias representativas, 
con procedimientos apropiados y de acuerdo a las circunstancias y 
características de cada pueblo, para llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento de estos pueblos. 



b) Un Decreto Supremo reglamentario del monitoreo socio ambiental en 
actividades hidrocarburíferas, cuyo propósito está orientado a 
establecer las atribuciones, competencias y procedimientos para que 
las comunidades locales se constituyan en los observadores 
permanentes de las actividades hidrocarburíferas a todas las 
actividades hidrocarburíferas que tengan influencia en los territorios 
de los pueblos indígenas originarios y comunidades campesinas. 

c) E agua que como el aire es un elemento esencial para la vida como 
para el desarrollo económico y social y es indispensable para la 
agricultura y la preparación de alimentos de todos los pueblos, para 
combatir el hambre y la pobreza, como también la mortalidad infantil y 
el mejoramiento de la salud materna. 

d) En Bolivia intereses neoliberales favorecieron la privatización para 
comercializarla como suministro publico. Estas políticas que fueron en 
contra del interés social provocaron el rechazo de todo el pueblo 
boliviano y se demostró que el suministro privado de agua era para 
privilegiar a un grupo de empresarios en desmedro de las mayorías 
nacionales. 

e) Por ello bajo la administración del Presidente Evo Morales Ayma, se 
creó el Ministerio del Agua para establecer políticas de este elemento 
vital a favor de toda la población boliviana y particularmente de las 
poblaciones indígenas y por tanto para Bolivia es un derecho humano 
del cual no se puede privar a nadie y ni mucho menos su servicio sea 
privatizado. 

Se está trabajando en la estructura de funcionamiento del Fondo de Desarrollo 
Indígena Originario y Campesinos, que administrará los recursos destinados a 
los pueblos indígenas originarios y campesinos provenientes de la renta 
petrolera. 

Se ha definido la necesidad de modificar el Código Minero con la participación 
de todos los sectores sociales relacionados con las actividades mineras, y existe 
la decisión de perfeccionar y profundizar el derecho de consulta y participación 
de los pueblos indígenas originarios en esta norma, haciéndolo bajo la 
experiencia hidrocarburífera. 



Desarrollo rural y agropecuario 

El Estado asume un papel protagónico en la consecución del desarrollo rural 
integral y sustentable, vía la planificación del desarrollo, la intervención en la 
producción primaria y en la transformación agroindustrial y forestal a través de la 
constitución de empresas estatales en alianza con comunidades y asociaciones 
de productores que apoyen procesos de industrialización de los recursos 
naturales; la mecanización de las actividades agropecuarias; la activa y masiva 
provisión de bienes y servicios para la restitución de las capacidades productivas 
agrícolas, pecuarias y forestales de las poblaciones rurales -incluyendo la 
investigación y transferencia tecnológica, y la provisión de incentivos para la 
restauración del patrimonio natural de recursos naturales renovables 
degradados, con la finalidad de mantener ecosistemas sanos cumpliendo con 
sus funciones ambientales. 

El compromiso estatal con la construcción de un nuevo patrón de desarrollo rural 
conducirá a una importante transferencia de recursos financieros y tecnológicos 
para los actores productivos rurales, y para movilizar las capacidades 
institucionales de otros grupos de la sociedad comprometidos con el cambio 
rural. La distribución equitativa de los excedentes también debe producirse a 
través del desarrollo de mercados justos. 

En observancia de los derechos de los pueblos indígenas y originarios, en lo que 
respecta al desarrollo agropecuario y rural se impulsarán políticas públicas 
según tres objetivos estratégicos: 

> Mejorar los niveles de soberanía alimentaria a través de la 
provisión de alimentos saludables, 

> ampliar la contribución de la agricultura y los bosques al desarrollo 
económico y la mejora de los medios de vida de la población rural, 
y 

> alcanzar la gestión sustentable de los recursos naturales 
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